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I. Premisa introductoria

E l aumento de la violencia política y criminal en las
elecciones es un factor que ha condicionado la con-
formación de la voluntad colectiva de la sociedad,

ya que diversos actos como asesinatos, atentados, inti-
midaciones y/o amenazas han influido en la selección de 
candidaturas, las campañas electorales, las votaciones, 
los resultados y en el ejercicio del cargo electivo. 

Algunos estudios han demostrado que la injerencia del cri-
men organizado en las elecciones va en aumento, puesto 
que en 2018 acontecieron 150 casos la violencia política 
y criminal, en 2021 fueron 267 y en 2024 se alcanzó un 
umbral de 650 (Animal Político, Data Cívica y México Eva-
lúa, 2024; Estrategia Electoral, 2424; Noria Research, 
2021). Por lo tanto, el ejercicio de los derechos y las liber-
tades políticos y electorales de la ciudadanía y los actores 
políticos se encuentran en un riesgo constante.  

Dado lo anterior, el gobierno federal propuso un modelo 
de blindaje fiscalizador para eliminar la incidencia de los 
grupos del crimen organizado en los comicios y garan-
tizar que la transmisión del poder político se realice en 
condiciones de paz, seguridad, confianza y certeza. Esta 
propuesta buscó salvaguardar la integridad y la autenti-
cidad del sufragio de la ciudadanía. 

En el texto se analiza el modelo de blindaje fiscalizador, 
se realiza un ejercicio de contraste entre ese modelo 
y el contexto normativo, las condiciones fácticas, las 
tácticas de eludir la ley, la reducción presupuestal y el 
riesgo institucional. Por último, se evidencian tres omi-
siones del modelo de blindaje fiscalizador que limitan 
su funcionalidad.  

II. El modelo de blindaje fiscalizador

La propuesta del gobierno federal radicó en la creación 
de un modelo de blindaje fiscalizador para “salvaguar-
dar la autenticidad del sufragio frente a riesgos estruc-
turales contemporáneos, tales como la intervención de 
las personas vinculadas a los ilícitos graves que prevé 
el segundo párrafo del artículo 19 de la Constitución, el 
financiamiento ilícito, la coacción del voto y la manipu-
lación informativa mediante herramientas tecnológicas” 
(Cámara de Diputados, 2026, p. 10). 

Para ello, la reforma electoral de la presidenta Claudia 
Sheinbaum Pardo propuso que el modelo de blindaje fis-
calizador se configurara a través de la interconexión de 
los mecanismos de fiscalización del INE, la colaboración 
interinstitucional y cinco grandes acciones para reducir 
y/o erradicar la injerencia del crimen organizado en las 
elecciones, éstas son:  

1. Inteligencia informativa: “Las autoridades compe-
tentes en materia de seguridad, procuración de
justicia y de inteligencia financiera establecerán
mecanismos de coordinación institucional con la
autoridad electoral nacional para proporcionar
información relacionada con el registro de las can-
didaturas, que resulte relevante para salvaguardar
la integridad del proceso electoral” (Cámara de
Diputados, 2026, p. 44).

2. Reporte de transacciones diarias: “Los ingresos,
egresos y demás operaciones financieras, inclu-
yendo valores, divisas y activos virtuales, así
como de crédito, seguros y fianzas, la compra
o venta de bienes y demás activos de los parti-
dos políticos nacionales y locales, de las personas
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precandidatas o candidatas, incluyendo a las inde-
pendientes, deberán ser reportados o avisados 
cotidianamente, en exclusivo para fines de fiscali-
zación, por las instituciones, organismos y organi-
zaciones del sistema financiero o por las personas 
que realizan actividades vulnerables, según corres-
ponda, al Instituto Nacional Electoral, a través de 
los respectivos órganos supervisores, en los térmi-
nos que establecen las leyes. Los reportes y avisos 
de las operaciones de las personas precandidatas 
y candidatas solo comprenderán los periodos de 
precampaña y campaña” (Cámara de Diputados, 
2026, pp. 45-46).

	 3.	 Restricción procedimental: “La información reca-
bada por el Instituto, en términos de los párra-
fos anteriores, tendrá carácter confidencial y será 
reservada sólo para su uso en los procedimien-
tos legales de fiscalización y sin que su alcance 
abarque los registros de candidaturas” (Cámara de 
Diputados, 2026, p. 46).

	 4.	 Prohibición de financiamiento derivado activida-
des ilícitas: “Queda prohibido a los partidos políti-
cos, precandidaturas, candidaturas y candidaturas 
independientes financiarse u operar con recursos, 
bienes o servicios provenientes de actividades ilí-
citas” (Cámara de Diputados, 2026, p. 46).

	 5.	 Proscripción del lavado de dinero: “Toda aporta-
ción privada deberá realizarse por personas físicas 
mexicanas y, atendiendo a las normas de debida 
diligencia e identificación, no podrán hacerse apor-
taciones en efectivo. Las aportaciones de recursos 
monetarios deberán realizarse a través del sistema 
financiero nacional, mediante transferencia electró-
nica, el Sistema de Pagos Electrónicos Interbanca-
rios o instrumentos financieros nominativos; estas 
aportaciones no son deducibles para efectos fisca-
les. Las instituciones, organismos y organizaciones 
del sistema financiero nacional deberán reportar 
para fines de fiscalización estas transacciones al 
Instituto Nacional Electoral a través de los órga-
nos reguladores en los términos que fije la ley. Las 
aportaciones en especie serán siempre cuantifica-
das en moneda nacional y atenderán a lo que dis-
ponga la ley” (Cámara de Diputados, 2026, p. 46).

Este conjunto de acciones está diseñado para establecer 
las bases de colaboración y coordinación interinstitucional 

entre el Instituto Nacional Electoral (INE) y las autori-
dades de inteligencia financiera (Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, Servicio de Administración Tributaria, 
Unidad de Inteligencia Financiera, Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores) y las autoridades de impartición 
de justicia (Fiscalía General de la República), con la fina-
lidad de detectar y limitar la incursión de personajes y 
grupos del crimen organizado en las elecciones. 

Esta armonización de funciones electorales, financieras y 
justicia buscaba evitar que las precandidaturas, candida-
turas y partidos políticos utilizaran recursos provenientes 
del crimen organizado para financiar las campañas elec-
torales y para incidir en los resultados, así como minimi-
zar los actos de violencia en torno a los comicios, entre 
ellos: asesinatos de personas candidatas, agresiones a 
actores políticos, intimidación de equipos de campaña, 
compra de voto, amenazas a estrictas partidistas, coac-
ción del sufragio, entre otros. 

III. Cinco distorsiones de la realidad 

El blindaje fiscalizador era un arquetipo que carecía de 
un diagnóstico que identificara las causas que provocan 
la irrupción de los grupos del crimen organizado en los 
comicios y que reconociera las fallas, las omisiones y las 
irregularidades de los instrumentos fiscalizadores. Estos 
elementos son centrales en las estrategias de combate 
contra el crimen organizado, ya que proporcionan una 
base de actuación normativa y operacional para que las 
autoridades electorales, financieras y de justicia imple-
menten acciones y procedimientos que minimicen y erra-
diquen la intervención de las redes criminales. 

Además, el blindaje fiscalizador era un prototipo imper-
fecto que no consideraba las condiciones fácticas de las 
elecciones ni las tácticas de eludir la ley por parte de 
los actores políticos y los grupos del crimen organizado. 
Además, imponía una gran carga a la autoridad electoral 
sin contrastar la reducción presupuestal ni el riesgo insti-
tucional. Estos aspectos son factores indispensables para 
diseñar y operar una estrategia de combate contra el 
crimen organizado, ya que favorecen el conocimiento de 
las condiciones políticas, institucionales, sociales, econó-
micas y culturales que motivan la irrupción de las redes 
criminales en los comicios. 
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1. Sin innovaciones

La reforma electoral abordaba la injerencia del crimen 
organizado en los comicios a través de un reforzamiento 
de las actividades de fiscalización del INE. Este enésimo 
intento de blindaje electoral no constituía una nueva ruta 
para erradicar la inseguridad, la violencia y el financia-
miento ilícito, ya que únicamente reconfiguraba y debi-
litaba las herramientas y los procedimientos que se 
establecieron en las pasadas reformas electorales.

Por ejemplo, la reforma electoral de 2014 estableció la 
creación de un sistema nacional de fiscalización, a cargo 
del INE, para vigilar el origen y el destino de las elec-
ciones federales y locales. También estipuló una coor-
dinación en materia de inteligencia financiera entre el 
INE y la SHCP para prevenir, detectar y sancionar las 
operaciones financieras que involucren disposiciones en 
efectivo que en materia de prevención y detección de los 
delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita 
se consideren relevantes e inusuales y/o que exista la 
presunción sobre el origen ilícito de los montos aportados 
a los partidos políticos.

Dado lo anterior, es factible concluir que el modelo de 
blindaje fiscalizador tomaba como base operacional 
el robusto sistema nacional de fiscalización y que sólo 
agregaba un par de herramientas para detectar y erra-
dicar los recursos financieros del crimen organizado y de 
actividades ilícitas como el lavado del dinero. Para ello, 
recurría al reporte de transacciones diarias por parte de 
las autoridades del sistema financiero, así como el inter-
cambio de información con autoridades de procuración 
de justicia. 

2. Dinero en efectivo 

El modelo de blindaje fiscalizador no abordó el uso del 
dinero en efectivo en las elecciones, ya que no se esta-
bleció ningún mecanismo para evitar que los grupos 
del crimen organizado financien elecciones a través del 
pago de propaganda electoral (lonas, pendones, bardas), 
estructura partidista (promotores del voto y representan-
tes de casilla), viáticos (gasolina, alimentos, casetas) y 
objetos utilitarios (gorras, playeras, mochilas, llaveros).   

Es un secreto a voces que el uso de dinero en efectivo en 
las elecciones por parte de las agrupaciones criminales 

no se origina en un movimiento bancario, ya que es 
introducido en los comicios mediante acciones clandes-
tinas ajenas al sistema financiero. En otras palabras, los 
grupos del crimen organizado no utilizan las vías legales 
para aportar dinero en efectivo, generar elementos publi-
citarios, regalar y/o prestar inmuebles y automotores en 
las elecciones.

Por lo tanto, aunque se reportara diariamente las tran-
sacciones en torno a los pagos efectuados por las pre-
candidaturas, las candidaturas y los partidos políticos 
durante las elecciones, esta herramienta no generaría 
mayores insumos para identificar operaciones con recur-
sos ilícitos, ya que estas transacciones no formarán parte 
del sistema financiero, lo que complica su detección, ras-
treo y sanción. 

3. Camino por seguir 

Cada reforma electoral le proporciona información a 
los grupos del crimen organizado para incidir en las 
elecciones, dado que les indica las acciones que deben 
de evitar para ser reconocidos como actores finan-
cieros de los partidos políticos, para evitar ser perse-
guidos por infracciones electorales y para reducir los 
riesgos de perder millones de pesos derivado de la 
nulidad de una elección y/o de la pérdida de un regis-
tro de alguna candidatura. 

Es momento de que, en materia electoral, se conciba a 
los grupos del crimen organizado como entes de poder 
económico, político y social que interfieren en las elec-
ciones a través del financiamiento de precampañas y 
campañas, la entrega de propaganda electoral, el pago 
de estructuras partidistas, las aportaciones de inmue-
bles, vehículos y/o motocicletas, la compra y coacción 
del voto de la ciudadanía y la intimidación de actores 
políticos opositores. 

Así como los grupos del crimen organizado tienen 
estructuras de fabricación, distribución, seguridad, 
defensa legal, entre otras, no es osado considerar 
que tienen estructuras electorales para garantizar que 
algunas candidaturas obtengan el triunfo en los comi-
cios federales y locales, lo que les conduciría a obte-
ner ventajas en el control territorial, en las actividades 
económicas, en la comunicación gubernamental y en 
las estrategias de seguridad. 
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4. Sin dinero y con más atribuciones 

El modelo de blindaje fiscalizador conllevaba la imposi-
ción de nuevas atribuciones al INE, las cuales habrían 
tenido que llevar a la práctica con menos recursos finan-
cieros, ya que la reforma electoral del gobierno federal 
proponía una reducción al presupuesto de la autoridad 
electoral nacional, condicionando la implementación de 
las actividades y los procedimientos en los comicios pre-
sidenciales, legislativos y judiciales.

Al considerar que el modelo de blindaje fiscalizador 
impondría en las elecciones de 2027 el análisis diario de 
transacciones del sistema financiero, la Unidad Técnica 
de Fiscalización del INE habría tenido que recibir, revi-
sar y procesar la información de más de dos mil infor-
mes diarios,2 en un tiempo breve y sin la contratación 
extraordinaria de personal. Indudablemente habría sido 
una labor titánica que no habría podido ser llevada a cabo 
con exhaustividad, reduciendo los beneficios de una fis-
calización integral. 

Solamente desde una ironía mal intencionada se podrían 
imponer nuevas atribuciones a la autoridad electoral 
nacional y a su vez reducir el presupuesto para consagrar 
el supuesto principio populista de la austeridad republi-
cana. Al parecer, el gobierno federal no quería garantizar 
la celebración de elecciones libres y auténticas ni mucho 
menos le interesaba evitar la intervención del crimen 
organizado en los comicios federales y locales.

5. Riesgos inoportunos 

El modelo de blindaje fiscalizador asignaba al INE la 
carga de detectar, procesar y resolver asuntos sobre el 
uso de recursos económicos provenientes de grupos del 
crimen organizado. Esta carga pudo haber puesto en 
riesgo los operativos de campo de la autoridad electoral 
nacional, tales como la integración de las mesas directi-
vas de casilla, el monitoreo de propaganda electoral y las 
visitas de verificación de eventos de las precandidaturas 
y candidaturas. 

Estas actividades se habrían puesto en riesgo debido a 
que los grupos del crimen organizado podrían interferir 

en los recorridos territoriales de los supervisores elec-
torales, capacitadores asistentes electorales, enlaces 
de fiscalización, vocales locales y distritales, ya que las 
redes criminales hubiesen podido condicionar las labores 
del funcionariado electoral a través de amenazas, intimi-
daciones, lesiones y atentados. 

Es necesario que el gobierno federal tenga en cuenta 
que el INE no debería tener atribuciones para identificar, 
procesar y sancionar la intervención del crimen organi-
zado en las elecciones, ya que los operativos de campo 
estarían condicionados por la injerencia de los grupos cri-
minales. Además, la vida e integridad del funcionariado 
público electoral podrían estar en riesgo. 

IV. Tres olvidos premeditados 

El modelo de blindaje fiscalizador presentaba tres omisio-
nes intencionadas por parte del gobierno federal, ya que 
no reconoció la gravedad de la violencia política y criminal 
que ha permeado en las elecciones locales y municipa-
les, no impuso sanciones ni medidas correctivas en contra 
de precandidaturas, candidaturas y partidos políticos y a 
quienes realizaran linchamiento mediático o persecución 
judicial y electoral a funcionarios públicos, legisladores y 
dirigentes partidistas.

En consecuencia, el gobierno federal diseñó un modelo 
de blindaje fiscalizador imperfecto que no tenía los ins-
trumentos normativos para corregir y erradicar la inci-
dencia del crimen organizado en las elecciones federales 
y locales. El referido modelo de blindaje fiscalizador era 
condescendiente con los actores políticos, los dirigen-
tes partidistas y los servidores públicos que utilizaron 
recursos de origen ilícito proveniente de las agrupaciones 
criminales. 

1. Elecciones locales y municipales 

En las elecciones locales y municipales acontecen nueve 
de cada 10 casos de violencia política y criminal en contra 
de precandidaturas, candidaturas y estructuras partidis-
tas (Animal Político, Data Cívica y México Evalúa, 2024; 
Estrategia Electoral, 2424; Noria Research, 2021), por lo 

	 2	 Al considerar 2,400 candidaturas legislativas sólo del orden federal. 
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tanto, el gobierno federal debió de haber instrumentado 
una estrategia de blindaje electoral, diferencia que se 
enfocará en disminuir los hechos delictivos que ocurren 
en los comicios estatales, como son homicidios, lesiones, 
amenazas, así como compra y coacción del voto.

Sin embargo, en el modelo de blindaje fiscalizador el 
gobierno federal omitió incorporar a las autoridades esta-
tales y municipales como entes aliados para identificar, 
perseguir y corregir la intervención de los grupos del cri-
men organizado. Circunstancia que reducía el margen 
de éxito de la cruzada en contra de la violencia política y 
criminal en los comicios, ya que las autoridades locales 
y municipales tienen mayor experiencia en identificar los 
contextos políticos, sociales, económicos y culturales que 
propician una razia del crimen organizado.  

2. Sin instrumentos coercitivos 

Uno de los aciertos de la reforma electoral de 2014 fue 
sancionar a las precandidaturas y a las candidaturas que 
soliciten o reciban recursos, en dinero o en especie, de 
personas no autorizadas, que omitan reportar los recur-
sos recibidos, en dinero o en especie, destinados a su 
precampaña o campaña y que no entreguen su informe 
de gastos de precampaña y campaña con la posible pér-
dida del registro. Mientras que las candidaturas inde-
pendientes se les podría sancionar con el no registro 
y/o la pérdida del registro cuando utilicen recursos de 
procedencia ilícita para el financiamiento de cualquiera 
de sus actividades. 

Estas sanciones constituían una advertencia para los 
actores políticos sobre evadir las reglas de la fiscaliza-
ción en aras de ocultar una vinculación directa y/o indi-
recta con grupos del crimen organizado, circunstancia 
que podría reducir el número de casos. No obstante, el 
modelo de blindaje fiscalizador se apartaba del espíritu 
de la reforma de 2024 al omitir dolosamente establecer 

un conjunto de sanciones en contra de precandidaturas, 
candidaturas y partidos políticos; es más, eliminaba la 
posibilidad de generar consecuencias de quitar registros, 
imponer multas, nulificar elecciones ni dar vista a las 
autoridades competentes. 

3. Proteccionismo 

Indudablemente, al establecer un modelo de blindaje 
fiscalizador sin instrumentos sancionadores, el gobierno 
federal buscaba proteger los intereses y los vínculos de 
las personalidades políticas; las precandidaturas y las 
candidaturas; las administraciones públicas federal, loca-
les y municipales; las dirigencias partidistas y el funcio-
nariado público con los grupos del crimen organizado. 

defender los intereses de un pequeño grupo de perso-
nas en contra de la salvaguarda de los derechos y las 
libertades políticas y electorales de la ciudadanía cons-
tituye un acto deleznable por parte del gobierno federal, 
ya que menosprecian la celebración de comicios libres 
y auténticos, para exaltar los arreglos políticos y eco-
nómicos entre los actores políticos y las agrupaciones 
criminales. 

V. Conclusiones 

El modelo de blindaje fiscalizador no era una propuesta 
que tendiese a limitar, minimizar y erradicar la injerencia 
de los grupos del crimen organizado en las elecciones, 
ya que carecía de un diagnóstico de fallas, problemas y 
omisiones del sistema normativo e institucional, no aten-
día los problemas estructurales que motivan la irrupción 
de las redes criminales en los comicios, no establecía 
un conjunto de sanciones sobre las precandidaturas, las 
candidaturas y los partidos políticos que utilicen el dinero 
del crimen organizado para financiar las actividades que 
instrumentan durante las elecciones.




